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Opinión

L
a ofensiva lanzada por la Comisión Europea para
investigar los privilegios fiscales otorgados a mul-
tinacionales en algunos países ha tenido como pri-
mera consecuencia práctica la apertura de expe-

dientes a tres Estados: Irlanda, Holanda y Luxemburgo.
Todos ellos serán investigados por Bruselas para averiguar
si los acuerdos alcanzados con Apple, Starbucks y Fiat,
respectivamente, constituyen una ayuda de Estado en-
cubierta e ilegal. De comprobarse ese extremo, la CE po-
dría exigir la anulación de esos acuerdos e incluso recla-
mar la recuperación de las ayudas declaradas ilegales.

La iniciativa llevada a cabo por Bruselas no constitu-
ye una sorpresa, sino el corolario de más de un año de
investigación informal llevada a cabo por el departamento
de Joaquín Almunia, comisario europeo de Competen-
cia. Pese a ello, desde la CE se reconoce que la inter-
vención es fruto también de los recientes escándalos me-
diáticos sobre la mínima factura fiscal que pagan en mu-
chas ocasiones las grandes compañías. Un privilegio di-

fícil de explicar, especialmente en una Europa que ha
tenido que apretarse el cinturón en sucesivos recortes
y severas medidas de ajuste a lo largo de la crisis. A ello
se suma la presión de Bruselas para que las economías
comunitarias alcancen sus respectivos objetivos de equi-
librio fiscal. Como recordaba ayer Almunia, en tiempos
de estrecheces presupuestarias “resulta especialmente
importante que las grandes multinacionales paguen los
impuestos que les corresponden”. No en vano, en el marco
de la investigación abierta por la CE, el término ilegal
juega un papel clave, dado que no se trata de decisio-
nes regladas de política fiscal que pretendan favorecer
la inversión extranjera, sino de supuestos acuerdos adop-
tados al margen –y en contra– del marco legal. Pese a
ello, Bruselas está revisando también la legislación en
vigor en varios países para comprobar si en algunos de
ellos se están ofreciendo ventajas fiscales incompatibles
con las ayudas de Estado.

Las sospechas de Bruselas apuntan a que esa presunta
discriminación positiva en materia tributaria permite a
las multinacionales reducir su factura fiscal conjunta en
Europa. Ello no solo constituye una violación de la le-
gislación comunitaria, sino un seria ventaja competiti-
va para las grandes corporaciones internacionales en de-
trimento del resto de las empresas. En el punto de mira
de las investigaciones de la CE figuran otras multina-
cionales, como es el caso de Google. Se trata de una tarea
compleja, dada la relevancia de estos grupos empresa-
riales, pero también de una oportunidad para que Eu-
ropa deje claro que la igualdad ante la ley y el sistema
de libre mercado son imperativos legales en la UE y, como
tales, deben ser firmemente defendidos y acatados.
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a transformación que internet está producien-
do en la actividad del transporte urbano e in-
terurbano de viajeros no es nueva en la econo-
mía. Ya se ha manifestado en otras actividades

hasta el punto de dejarlas irreconocibles respecto al pa-
sado. Todos los servicios de uso masivo son susceptibles
del ensayo de la economía colaborativa con la tecnolo-
gía, y la movilidad de personas y bienes no es ajena al
fenómeno. Y dado que se trata de un servicio demasia-
do regulado, ha surgido el conflicto: quien gozaba de
un privilegio y un mercado cerrado tiene que compar-
tirlo con otros jugadores que, además, son más ágiles y
más baratos por la intensidad tecnológica utilizada.

El fenómeno es inevitable y su crecimiento, imparable.
Puede combatirse utilizando los mismos medios: tecno-
logía, flexibilidad operativa y competitividad en precios,
las tres herramientas que siempre han movilizado la eco-
nomía y han abierto caminos de las aventuras empresa-
riales. Y en cada una de estas variables los operadores
tradicionales tienen mucho que aprender y mucho camino
para la mejora competitiva. El Gobierno solo debe fijar
y vigilar estándares de seguridad, y someter a la fiscali-
dad general cada hecho en el que medie lucro. Porque
los impuestos son cosa de todos: no vale practicar eco-
nomía colaborativa si es una fórmula de elusión fiscal.

Competencia,
precios y seguridad

E
l Parlamento y el Consejo Eu-
ropeo han aprobado una
nueva reforma de la regula-
ción de la auditoría que

puede comportar modificaciones de
gran impacto en el futuro de la profe-
sión. La reforma se propone incre-
mentar la transparencia y la confian-
za en el mercado de auditoría, mejo-
rando la credibilidad de los estados fi-
nancieros auditados de las entidades
de interés público, al tratarse de em-
presas y entidades con un significati-
vo interés público debido a la natura-
leza de sus actividades, tamaño y nú-
mero de empleados. Se trata princi-
palmente de empresas emisoras de
valores en mercados cotizados, como
las del sector financiero y de seguros,
y en España las de cifra anual de ne-
gocios superior a 200 millones de
euros y plantilla superior a 1.000 em-
pleados. En nuestro país afectará a un
15% de las auditorías realizadas, es
decir, más de 9.000 informes.

Las medidas aprobadas comporta-
rán requisitos más estrictos para los
auditores de estas entidades con el
objetivo de fortalecer su integridad,
objetividad, responsabilidad e inde-
pendencia. Entre las modificaciones

destacan la obligación de rotación de
la firma de auditoría cada diez años,
plazo que podrá prorrogarse por diez
años más, siempre y cuando se realice
una licitación de los servicios de audi-
toría por parte de la empresa audita-
da o incluso por 14 años si la empresa
contrata a más de una firma de audi-
toría (coauditoría), siendo en este
caso el plazo máximo de 24 años.

Esta rotación obligatoria no está
claro que comporte una mejora de la
calidad de la auditoría ni una reduc-
ción de la concentración en el merca-
do; el efecto puede ser contrario por
la disminución del conocimiento que
el auditor tiene de la empresa, com-
portando además un incremento de
los costes. En cuanto a la coauditoría,
implantada desde hace tiempo en
Francia, tiene la ventaja de facilitar el
acceso de las firmas medianas al mer-
cado de grandes clientes y el fortaleci-
miento de la independencia. Entre
sus inconvenientes, la necesaria coor-
dinación entre distintas firmas y sus
correspondientes costes.

El acuerdo contempla una lista de
servicios prohibidos a la empresa audi-
tada distintos de la auditoría, en parti-
cular los relacionados con la asesoría

fiscal y los ligados a la estrategia finan-
ciera y de inversión, y propone fijar un
límite del 70% a los ingresos que ob-
tengan las firmas de auditoría por ser-
vicios no relacionados con dicha activi-
dad que no estén prohibidos.

En la reforma aprobada hay una
serie de opciones que permitirán a los
Estados miembros adoptar la regula-
ción con un significativo grado de fle-
xibilidad en su aplicación, lo que en
nuestro caso conllevará una nueva re-
forma de la Ley de Auditoría.

Los auditores de estas entidades,
además, deberán presentar y publicar
anualmente un informe de transpa-
rencia que dé cuenta de sus activida-
des, procedencia de sus honorarios y
pertenencia a redes. Un informe que
en España no supone ninguna nove-
dad al estar ya regulado en el vigente
Reglamento de Auditoría.

La profesión celebra que la apro-
bación de estas normas ponga fin a
un largo y polémico debate y reitera
su compromiso en su aplicación con
el fin contribuir a la mejora de la ca-
lidad de la información financiera y
lograr una mayor protección de los
intereses de los inversores y consu-
midores.

Además, las nuevas disposiciones,
así como la adopción de las Normas
Internacionales de Auditoría, únicas y
reconocidas a nivel mundial, las me-
joras en el informe del auditor y el
fortalecido rol de los comités de audi-
toría, supondrán una mejora del go-
bierno corporativo y de la indepen-
dencia en el proceso de auditoría. Así
contribuirán a un mayor reconoci-
miento de la aportación de la profe-
sión auditora al interés público.

Pero la función profesional del
auditor, actualmente y en el futuro,
no se limita al ámbito de la llamada
auditoría legal, en el que se han cen-
trado las modificaciones comenta-
das. El auditor, por su preparación,
competencia profesional, experiencia
y conocimientos específicos, está ca-
pacitado para colaborar en otras ne-
cesidades de las empresas y con
otros grupos de interés. En particu-
lar, por su independencia, en las
relacionadas con la necesidad de
aportación de valor en la verificación
de la información generada (finan-
ciera o no financiera), en la identifi-
cación y la evaluación de los riesgos
y en la revisión de los procesos y
controles.
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